Leidy Johana Calle Gaviria Vs Emtelco S.A.S y otra. Rad. 66001310500520230001701

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PROCEDIMIENTO LABORAL / OPORTUNIDADES PROBATORIAS / MEDIOS DE PRUEBA / PRUEBA DOCUMENTAL
OPORTUNIDADES PROBATORIAS – Para la parte demandante: la demanda y su reforma.

… Dentro de esa función que garantiza la igualdad real y material de las partes en el proceso y la economía procesal se impone al juez la obligación de proferir su decisión analizando todas las pruebas allegadas en tiempo –artículo 60 del Código de Procedimiento Laboral y de la Seguridad Social-, lo que indica que deben respetarse las oportunidades previstas por el legislador para solicitar, decretar y practicar pruebas. Es así entonces que, en términos generales, en esta especialidad son dos las oportunidades de las que disponen las partes para solicitar pruebas, siendo estas, para la parte actora la demanda y su reforma y para la parte demandada, el término del cual disponen para dar respuesta a esos escritos, conforme lo consagra los artículos 25, 28 y 31 del Código General de Proceso.
OPORTUNIDADES PROBATORIAS – Excepción: Prueba sobreviniente.

… No obstante, la Sala mayoritaria considera que cuando la prueba se produce después de vencido el término para reformar la demanda o para contestarla, según el caso, se produce el fenómeno de lo que la doctrina llama prueba sobreviniente, cuya aportación o petición queda por fuera de las oportunidades procesales, razón por la cual ante la necesidad y/o importancia de allegar esa prueba, cualquiera de las partes puede válidamente solicitarla al juez como prueba sobreviniente para que éste la decrete de manera oficiosa sin perjuicio de la correspondiente contradicción.  Tal cosa ocurre, por ejemplo, con la prueba testimonial trasladada cuando los testimonios se practicaron en otro proceso con posterioridad a las oportunidades probatorias. 

PRUEBA DOCUMENTAL – Requisitos para la solicitud de la prueba documental.

El numeral 2 del parágrafo 1 del artículo 31 del C.P.T. y de la S.S. prevé la obligación de la parte demandada de aportar los documentos relacionados en la demanda que se encuentren en su poder, lo que implica entonces que la parte actora está legitimada para solicitarle al juez requerir que, el demandado, con la contestación de la demanda allegue dichas pruebas documentales. Por otro lado, el artículo 173 del Código General del Proceso impone la carga a las partes de respetar las oportunidades y el trámite previamente determinados para solicitar pruebas. …De acuerdo con la norma en cita, resulta notorio que su finalidad es lograr la efectiva celeridad y economía procesal dentro del proceso oral, concentrando la etapa probatoria de manera tal que, al momento del decreto de pruebas, sólo sean solicitadas aquéllas que las partes estuvieron en la imposibilidad de aportar de manera anticipada.
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Pereira, once de diciembre de dos mil veinticuatro
Acta de Sala de Discusión No 196 de 9 de diciembre de 2024
En la fecha los Magistrados que integran la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira (Risaralda), proceden a resolver el recurso de apelación interpuesto por VANESSA GONZÁLEZ HURTADO contra el auto proferido por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira en audiencia pública celebrada el día 14 de agosto de 2024, dentro del proceso que le promueve a EMTELCO S.A.S., UNE EPM TELECOMUNICACIONES S.A. E.S.P. y ACCIÓN S.A. radicado No 6600131050052023001701.
ANTECEDENTES

La señora Vanessa González Hurtado inició la presente acción laboral con el fin de que se declare que entre ella y Emtelco S.A.S. existió un contrato de trabajo el cual tuvo lugar entre el 28 de agosto de 2011 y el 7 de septiembre de 2018; que Une EPM Telecomunicaciones S.A. es solidariamente responsable de las prestaciones y acreencias laborales a las que aspira sea condenada la primera de las sociedades mencionadas y que Acción S.A. fungió como simple intermediaria en la relación laboral que la unió con Emtelco S.A.S..
La demanda correspondió por reparto al Juzgado Quinto Laboral de este distrito judicial que la admitió mediante auto de fecha 11 de mayo de 2023, providencia en la que también se ordenó correr traslado a las accionadas, quienes se vincularon a la litis de manera oportuna.
En escrito presentado por la parte actora el 15 de noviembre de 2023, ésta solicitó que se trasladaran a este proceso las pruebas legalmente practicadas en el que de igual naturaleza se tramita en el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira radicado con el número 66001310500420230001600 y donde concurren como demandas las mismas entidades que integran la parte pasiva de esta acción, siendo el demandante el señor Manuel Andrés Duque Vera. 
Concretamente pidió que se trasladaran los testimonios recibidos por ese despacho judicial, dentro de los que se incluyen los solicitados por ambas partes, para lo cual aporta el enlace de la audiencia realizada el 26 de octubre de 2023, en la cual únicamente se recibieron las declaraciones de Edwin Andrés Villada Acevedo y Juan David Romero Bedoya, quienes fueron testigos citados por Emtelco S.A.S.
Posteriormente, en escrito presentado el 25 de enero de 2024 la señora González Hurtado manifestó que el día 17 de igual mes y año fue dejado en la recepción de la oficina de su apoderado, en sobre sellado y sin remitente, el contrato macro No. 044 de 2012, con algunas de las modificaciones realizadas al citado convenio, documento que pide sea tenido en cuenta como prueba sobreviniente.
Citadas las partes a la audiencia obligatoria de conciliación, de decisión de excepciones previas, saneamiento y fijación del litigio, se surtieron estas etapas procesales sin inconvenientes, por lo que se continuó con el derrotero fijado por la Ley, esto es el decreto de pruebas. 
En esta etapa procesal, la a quo negó el interrogatorio de parte a los representantes legales de Emtelco S.A y Une Telecomunicaciones S.A. E.S.P. por ser empresas de economía mixta cuyo aporte público representa la mayoría de sus acciones, para lo cual se fundamentó en lo dispuesto por el artículo 195 del Código General del Proceso.  Así mismo, negó la solicitud del informe escrito bajo juramento del Representante Legal de Une Telecomunicaciones S.A. E.S.P. de conformidad con la norma ya citada y el artículo 275 ibidem, toda vez que quien solicitó la prueba debía expresar y discriminar en la solicitud probatoria los hechos debatidos y que conciernen a la persona jurídica, contando con la oportunidad para ello en la demanda y su reforma o en el caso de la parte demandada en la contestación de la demanda o el llamamiento en garantía, lo cual no ocurrió en este caso.

En lo que corresponde a la prueba documental en poder de Emtelco S.A.S., negó la misma, al advertir que esta fue aportada con la contestación de la demanda. 
Frente a la prueba traslada, negó su decreto por ser impertinente y tratarse de pruebas practicadas en otro proceso con un demandante diferente.  En lo que atañe a la prueba sobreviniente alegó que la misma sería decretada de oficio y corrió traslado a las demandadas para que se pronunciaran al respecto, quienes pidieron a la juez reponer la decisión, sin ningún éxito.
Inconforme con la negativa a decretar el informe de que trata el inciso 2º del artículo 195, los documentos en poder de Emtelco S.A.S y la prueba trasladada, la parte actora apeló la decisión alegando, respecto a la primera prueba, que solo hasta la etapa de fijación de litigio puede el interesado conocer los hechos en discusión que conciernen a las entidades demandadas y respecto a los cuales puedan formularse los interrogantes que deben ser dilucidados en dicho informe.
Frente a los documentos que obran en poder de Emtelco S.A., específicamente en lo que atañe al contrato para el suministro de personal suscritos entre Emtelco S.A.S. y Acción S.A. entre los años 2011 y 2017, manifiesta que la entidad adujo ante el requerimiento efectuado por la parte actora,  previa a la iniciación de la demanda, que esta era una información comercial reservada y al proceso aporta los citados documentos, pero a partir del año 2013, cuando la relación laboral que se reclama data desde el 2011, información que considera vital para establecer que Acción S.A. fungió en este caso como una simple intermediaria.
En cuanto a la prueba trasladada alega que esta fue pedida en los términos el artículo 174 del Código General del proceso y la misma resulta necesaria, conducente y pertinente, toda vez que el proceso que se tramita ante el Juzgado Cuarto Laboral de Pereira y respecto al cual se debe extraer la evidencia pedida es uno de similares supuestos fácticos y pretensiones a los que se consignan en la demanda que origina la presente acción, considerando que es un yerro jurídico negar la prueba porque se trata de un proceso iniciado por una persona diferente a la demandante, pues es lógico que no pueden existir dos procesos que, entre las mismas partes, se trabe con base en los mismos hechos y pretensiones.
El juzgado concedió el recurso de apelación que ahora procede a desatarse.
ALEGATOS DE CONCLUSIÓN      
Dentro del término previsto en la ley la parte demandada presentó alegatos indicando que la decisión de la a quo se encuentra ajustada a derecho, toda vez que la naturaleza jurídica de las entidades que conforman la parte pasiva de este litigio torna improcedente el interrogatorio de parte a sus representantes legales, en los términos del artículo 195 del CGP.  También coincide con la falladora de instancia en la negativa del aceptar la prueba trasladada y la prueba documental, en virtud de que no se reúnen los requisitos mínimos para ello, como son la conducencia, pertinencia y utilidad del medio probatorio.
Reunida la Sala, lo que corresponde es la solución a los siguientes:
PROBLEMAS JURIDICOS 
 ¿Cuál es la oportunidad procesal para que la parte actora establezca los hechos debatidos respecto a los cuales debe ser rendido el informe de que trata el inciso 2º del artículo 195 del Código General del Proceso?
¿Cumplió la parte actora con la carga que le compete para solicitar que la demandada aporte documentos con la contestación de la demanda?

¿Deben decretarse la prueba trasladada solicitada por la parte actora habiendo fenecido la oportunidad para solicitar pruebas?
CONSIDERACIONES
Para resolver el interrogante formulado es necesario hacer las siguientes precisiones:
1. DE LAS OPORTUNIDADES PROCESALES PARA APORTAR PRUEBAS MATERIA LABORAL.
Con el fin de asignarle un rol más proactivo en el quehacer judicial, el artículo 7º la Ley 1149 de 2007 determinó que el juez tendría la calidad de director de proceso, imponiendo a éste la carga de adoptar “las medidas necesarias para garantizar el respeto de los derechos fundamentales y el equilibrio de las partes, la agilidad y rapidez en su trámite”.
Dentro de esa función que garantiza la igualdad real y material de las partes en el proceso y la economía procesal se impone al juez la obligación de proferir su decisión analizando todas las pruebas allegadas en tiempo –artículo 60 del Código de Procedimiento Laboral y de la Seguridad Social-, lo que indica que deben respetarse las oportunidades previstas por el legislador para solicitar, decretar y practicar pruebas.
Es así entonces que, en términos generales, en esta especialidad son dos las oportunidades de las que disponen las partes para solicitar pruebas, siendo estas, para la parte actora la demanda y su reforma y para la parte demandada, el término del cual disponen para dar respuesta a esos escritos, conforme lo consagra los artículos 25, 28 y 31 del Código General de Proceso.
PONENCIA DRA. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
No obstante, la Sala mayoritaria considera que cuando la prueba se produce después de vencido el término para reformar la demanda o para contestarla, según el caso, se produce el fenómeno de lo que la doctrina llama prueba sobreviniente, cuya aportación o petición queda por fuera de las oportunidades procesales, razón por la cual ante la necesidad y/o importancia de allegar esa prueba, cualquiera de las partes puede válidamente solicitarla al juez como prueba sobreviniente para que éste la decrete de manera oficiosa sin perjuicio de la correspondiente contradicción.  Tal cosa ocurre, por ejemplo, con la prueba testimonial trasladada cuando los testimonios se practicaron en otro proceso con posterioridad a las oportunidades probatorias. 
2. PRUEBA TRASLADADA. 
Reza el artículo 174 del CGP, aplicable en materia laboral por analogía, lo siguiente: 
“Las pruebas practicadas válidamente en un proceso podrán trasladarse a otro en copia y serán apreciadas sin más formalidades, siempre que en el proceso de origen se hubieren practicado a petición de la parte contra quien se aducen o con audiencia de ella. En caso contrario, deberá surtirse la contradicción en el proceso al que están destinadas. La misma regla se aplicará a las pruebas extraprocesales.

La valoración de las pruebas trasladadas o extraprocesales y la definición de sus consecuencias jurídicas corresponderán al juez ante quien se aduzcan”.
La prueba trasladada está contemplada en el Código General del Proceso como un mecanismo de economía procesal y celeridad en el trámite de un asunto, de manera que ni siquiera el argumento de que se requiere la mediación del juzgador en la práctica de una prueba desdice de este importante medio probatorio. Si se aceptara la tesis de la mediación, caería en el vacío la norma que regula la prueba trasladada. 
PONENCIA DR. JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
3. DEL INFORME ESCRITO BAJO JURAMENTO COMO ALTERNATIVA ANTE LA IMPOSIBLIDAD DE OBTENER LA CONFESIÓN RESPECTO DE LAS ENTIDADES PÚBLICAS.
Establece el artículo 194 del Código General del Proceso que “el Representante legal, el gerente, administrador o cualquier otro mandatario en una persona, podrá confesar mientras esté en el ejercicio de sus funciones”.
A su vez, el artículo 195 ibidem señala que “No valdrá la confesión de los representantes de las entidades públicas cualquiera que sea el orden al que pertenezcan o el régimen jurídico al que están sometidas”.  Refiere también la norma que, no obstante lo anterior, “podrá pedirse que el representante administrativo de la entidad rinda informe escrito bajo juramento, sobre los hechos debatidos que a ella conciernan, determinados en la solicitud. El juez ordenará rendir informe dentro del término que señale, con la advertencia de que si no se remite en oportunidad sin motivo justificado o no se rinde en forma explícita, se impondrá al responsable una multa de cinco (5) a diez (10) salarios mínimos mensuales legales vigentes (smlmv).”
4. REQUISITOS PARA SOLICITAR LA PRUEBA DOCUMENTAL

El numeral 2 del parágrafo 1 del artículo 31 del C.P.T. y de la S.S. prevé la obligación de la parte demandada de aportar los documentos relacionados en la demanda que se encuentren en su poder, lo que implica entonces que la parte actora está legitimada para solicitarle al juez requerir que, el demandado, con la contestación de la demanda allegue dichas pruebas documentales.
Por otro lado, el artículo 173 del Código General del Proceso impone la carga a las partes de respetar las oportunidades y el trámite previamente determinados para solicitar pruebas.  Dice la citada norma: 
“Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señaladas para ello en este código.

(…) El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, que lo que deberá acreditarse sumariamente”
De acuerdo con la norma en cita, resulta notorio que su finalidad es lograr la efectiva celeridad y economía procesal dentro del proceso oral, concentrando la etapa probatoria de manera tal que, al momento del decreto de pruebas, sólo sean solicitadas aquéllas que las partes estuvieron en la imposibilidad de aportar de manera anticipada.
Es más, para afianzar tal objetivo, se buscó que quedara expresamente consagrado en el Código General del Proceso, como un deber de las partes y sus apoderados “Abstenerse de solicitar al Juez la consecución de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición hubiera podido conseguir” –artículo 78, numeral 10º-.
5. CASO CONCRETO
De acuerdo con los motivos de inconformidad de la recurrente es propio señalar que, de conformidad con la normatividad que regula el tema y las oportunidades probatorias con que cuenta la parte actora en el trámite laboral, no es dable considerar los argumentos expuestos en la alzada que hacen referencia a que el momento oportuno para establecer los hechos debatidos -sobre los cuales el representante administrativo de la entidad pública que debe rendir el informe de que trata el inciso 2º del artículo 195 del CGP- es una vez fijado el litigio en la audiencia de que trata el artículo 77 del CPT y SS.
Lo anterior es así, dado que las pruebas deben ser solicitadas en la demanda y su reforma con el lleno de los requisitos procesales, sin que sea posible -y así no lo establece ninguna normatividad procesal vigente- que tal petición quede diferida al momento mismo en que se realice la audiencia inicial.
Y es que, en el caso puntual del informe escrito bajo juramento de que habla la norma general, se señala claramente que el mismo será rendido sobre los hechos debatidos que a la entidad pública conciernan, determinados en la solicitud, que no es otra que la que se hace en el libelo inicial o en su reforma para el caso de la parte demandante.
De acuerdo con ello, como quiera que así no lo hizo la demandante, se deberá confirmar la negativa de decretar la prueba relativa a que los representantes legales de Emtelco S.A.S. y Une EPM Telecomunicaciones S.A. E.S.P. presenten informe dentro del proceso.
PONENCIA DRA. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
No ocurre lo mismo con la prueba traslada – numeral 14 del cuaderno digital de primera instancia-, dado que, si bien la petición fue presentada por la parte actora el día 15 noviembre de 2023, cuando ya había sido admitida la demanda y transcurrido el término para reformar la misma, que corrió entre el 25 y el 31 de agosto de 2023, ello obedeció a que los testimonios cuyo traslado se pide se recibieron con posterioridad a esas fechas por parte del Juzgado Cuarto Laboral del Circuito. Ello así, es evidente que estamos ante la petición de una prueba trasladada sobreviniente. 

En consecuencia, debió, de oficio, decretarse la prueba trasladada SOBREVINIENTE por la jueza de instancia por corresponder a un asunto de similares fundamentos fácticos en donde están demandadas las mismas personas jurídicas. Por lo tanto, a consideración de la Sala mayoritaria hay lugar a revocar parcialmente el auto apelado en este punto, no sólo por lo dicho en precedencia, sino porque se edificó sobre una falsa premisa por cuanto la jueza no puede pretender que la prueba trasladada se haga desde otro proceso donde funjan las mismas partes (demandante y demandada) e iguales supuestos fácticos.  
Por otra parte, si bien en este asunto se pidieron los mismos testimonios de las personas que declararon en el otro proceso, ello no obsta para acceder a la prueba trasladada con el fin de acelerar el trámite de este asunto, cuya resolución seguramente se demorará por la apretada agenda que maneja el juzgado de instancia, sin perjuicio del principio de contradicción a favor de la contraparte y de la facultad del juzgado de ampliar los correspondientes testimonios. 
PONENCIA DR. JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
En lo que concierne a la prueba documental -que no fue allegada por Emtelco S.A.- se observa que la demandante en el libelo inicial, en el acápite de pruebas, tituló un aparte como “DOCUMENTALES EN PODER DE LA DEMANDADA”, en el cual solicitó, entre otros documentos, copia de los contratos de suministro de personal suscritos entre Emtelco S.A.S. y Acción S.A. entre los años 2011 a 2017.  Sobre ello Emtelco S.A.S. señaló que esta era una solicitud carente de los principios de conducencia, pertinencia y utilidad frente a lo que se discute en el presente proceso, dado que la parte actora no indicó el motivo de su solicitud; no obstante, afirma que con la contestación allega información relativa al contrato comercial 044 del 2012, más nada dice del citado contrato de suministro de personal.

Revisada la prueba documental aportada, se observa a partir de la hoja 254 del numeral 09 del cuaderno digital de primera instancia el “CONTRATO MARCO DE SERVICIOS EMPRESA TEMPORAL No 236-2013 CELEBRADO ENTRE EMTELCO Y ACCIÓN S.A”. con vigencia por dos años, contados a partir del acta de inicio del contrato, lo que indica que quedan por aportar los contratos correspondientes a los años 2011, 2012, 2016 y 2017, anualidades que corresponden al periodo en el que afirma la parte actora prestó sus servicios a favor de esa entidad y respecto a los que Emtelco S.A.S no aclaró si ese es el único contrato de suministro de personal que suscribió con Acción S.A. o si lo hizo con otra entidad.
No obstante lo anterior, percibe la Sala que la demandante no cumplió con la carga probatoria que le impone el Código General del Proceso en el numeral 10° del artículo 78, esto es solicitar los documentos requeridos con antelación a la presentación de la demanda, toda vez que, ni en el mismo documento en que presentó la reclamación administrativa a Emtelco S.A.S. ni en otro anterior o posterior pidió la referida prueba.
De acuerdo con lo dicho, la decisión recurrida será confirmada en este aspecto puntual.

Sin costas en esta instancia por salir adelante parcialmente el recurso de apelación. 
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, 
RESUELVE
PRIMERO: REVOCAR PARCIALMENTE el auto proferido el 14 de agosto de 2024 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro del proceso promovido por Vanesa González Hurtado contra Emtelco S.A.S., Une EPM Telecomunicaciones S.A. E.S.P y Acción S.A.S., por las razones expuestas en la parte motiva. 
SEGUNDO: En su lugar se ordena DECRETAR, de oficio, como prueba trasladada sobreviniente los testimonios de Edwin Andrés Villada Acevedo y Juan David Romero Bedoya, recibidos por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira en la audiencia realizada el 26 de octubre de 2023, dentro del proceso laboral ordinario contenido en el enlace aportado por la parte demandante, sin perjuicio del principio de contradicción a favor de las partes y de la facultad del juzgado de ampliar los correspondientes testimonios.
Ofíciese en tal sentido por la Secretaría del juzgado de instancia, adicionando las partes y el link del proceso que se tramita en el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, de conformidad a la petición que sobre el punto hizo la parte demandante. 
TERCERO: CONFIRMAR en todo lo demás la providencia recurrida.
CUARTO: Sin costas en esta instancia. 
Notifíquese por estado y a los correos electrónicos de los apoderados de las partes.
Quienes integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Magistrado Ponente
Salva voto parcial

 ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON 
Magistrada Ponente
GERMÁN DARIO GÓEZ VINASCO
                                                           Magistrado
          Sin constancias ni firmas secretariales conforme artículo 9 de la Ley 2213 de 2022
SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO
MAGISTRADO: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 
 Pereira, once [11] de diciembre de dos mil veinticuatro [2024].
Tal como lo propuse en la ponencia que presenté inicialmente, considero que el auto de 14 de agosto de 2024 proferido por el juzgado Quinto Laboral del Pereira debió ser confirmado respecto a la negativa de decretar y practicar la prueba traslada.
Los argumentos que sustentan mi alejamiento de lo decidido por la mayoría en este aspecto puntual se basan en los siguientes supuestos jurídicos y análisis del caso, partiendo de la necesidad de resolver como problema jurídico el siguiente:
¿Debe decretarse la prueba trasladada solicitada por la parte actora a pesar de haber fenecido la oportunidad para solicitar pruebas?

Para resolver el interrogante formulado propuse hacer la siguiente precisión:
“DE LAS OPORTUNIDADES PROCESALES PARA APORTAR PRUEBAS MATERIA LABORAL. 
 
Con el fin de asignarle un rol más proactivo en el quehacer judicial, el artículo 7º la Ley 1149 de 2007 determinó que el juez tendría la calidad de director de proceso, imponiendo a éste la carga de adoptar “las medidas necesarias para garantizar el respeto de los derechos fundamentales y el equilibrio de las partes, la agilidad y rapidez en su trámite”. 
 
Dentro de esa función que garantiza la igualdad real y material de las partes en el proceso y la economía procesal impone al juez la obligación de proferir su decisión analizando todas las pruebas allegadas en tiempo –artículo 60 del Código de Procedimiento Laboral y de la Seguridad Social-, lo que indica que deben respetarse las oportunidades previstas por el legislador para solicitar, decretar y practicar pruebas. 
 
Es así entonces que, en términos generales, en esta especialidad son dos las oportunidades de las que disponen las partes para solicitar pruebas, siendo estas, para la parte actora la demanda y su reforma y para la parte demandada, el término del cual disponen para dar respuesta a éstas, conforme lo consagra los artículos 25, 28 y 31 del Código General de Proceso.”.
Con base en lo anterior, válido es sostener que, en materia laboral, las pruebas deben ser solicitadas en la demanda y su reforma con el lleno de los requisitos procesales y, en este caso, la parte actora elevó solicitud al respecto el día 15 noviembre de 2023, cuando ya había sido admitida la demanda y transcurrido el término para reformar la misma, que corrió entre el 25 y el 31 de agosto de 2023.
Como puede percibirse, la prueba traslada no fue pedida en las oportunidades previstas por la legislación laboral para solicitar evidencia, lo que resultaba suficiente para que el juzgado negara su inclusión en el acervo probatorio, sin necesidad de revisar si la misma cumplía o no los requisitos del artículo 174 del CGP para su procedencia o si la misma era necesaria, conducente o pertinente.

Quedan explicadas las razones que me llevan a apartarme de la decisión asumida por los otros integrantes de la Sala en este tema específico.
Dejo así salvado parcialmente mi voto.
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Magistrado  
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